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EDITORIAL

“[La reforma del servicio civil] se trata nada más que de ponerle una zanahoria por delante a una burocracia que hoy tiene pocas razones para caminar con mayor velocidad”. 
Editorial de El Comercio La zanahoria por delante / 1 de junio del 2013

HUMOR PROFANO

EL DERECHO DE PROPIEDAD Y LOS RESTOS ARQUEOLÓGICOS LAS PROTESTAS EN EL GIGANTE SUDAMERICANO

EL TÁBANO

Adiós, beneficencia

Los antisistema  
del 2016

La ley del servicio civil es la reforma más importante del gobierno del presidente Humala.

L a ley del servicio civil se aprobó el mar-
tes entre violentas manifestaciones 
de los sindicatos opositores. Estos, du-
rante semanas, no tuvieron empacho 
en tomar calles y bloquear carreteras 

a lo largo del país –atropellando así los derechos 
del resto de ciudadanos– para hacer escuchar 
su voz. Pero, por fortuna, la estrategia de “quien 
más grita gana” no tuvo éxito y el Congreso apro-
bó la que hasta el momento es la reforma más im-
portante del gobierno del señor Humala: intro-
ducir la meritocracia en el servicio público.

El mayor logro de la ley es crear un sistema 
donde más de 502.000 de los aproximadamen-
te 1’300.000 trabajadores estatales podrán ser 
evaluados periódicamente. Así, quienes salgan 
bien calificados tendrán más chances de recibir 
ascensos, mejores sueldos y capacitación. Y quie-
nes salgan desaprobados en las evaluaciones 
tres veces seguidas serán despedidos. ¿Quién 
gana? Pues los ciudadanos, que serán atendidos 
por funcionarios de mejor nivel. ¿Quién pierde? 
Pues los empleados públicos que realizan un mal 
trabajo. Tan simple y justo como eso.

No obstante, los sindicatos y varios parlamen-
tarios –haciendo gala de un esfuerzo digno de 
mejor causa– siguen en pie de lucha para man-
tener el statu quo. Quieren lograr que el criterio 
que se siga utilizando para que alguien progrese 
en la carrera pública sea, simple y llanamente, 
estar sentado en su silla el suficiente tiempo para 
que eso suceda. Y, para tener cómo 
defender su posición, los oposito-
res de la ley decidieron atribuirle 
defectos que esta no tiene.

Se ha dicho, por ejemplo, que  
los trabajadores públicos no po-
drán pedir mejoras remunerati-
vas. Esto es falso, pues, como mencionamos, ella 
crea una carrera que permite a los empleados 
acceder a mejores sueldos y condiciones. Lo que 
sucede es que, para hacerlo, ahora tendrán que 
demostrar que los merecen. 

Por otro lado, se ha repetido como disco raya-
do que la norma permitiría que se implementen 
despidos masivos como en los noventa. Pero, co-
mo bien ha señalado el experto laboralista Jorge 
Toyama, por más que uno busque en la norma no 

encontrará disposiciones que permitan esto.
Asimismo, se ha denunciado falsamente que 

la reforma recortaría los derechos de los traba-
jadores que hoy ya laboran en el sector público. 
Para empezar, el régimen de la nueva ley ofrece 
más beneficios laborales que aquellos de los que 
actualmente gozan los 218.066 trabajadores 

que tienen un contrato adminis-
trativo de servicios y los 198.273 
trabajadores en el régimen del De-
creto Legislativo 276 (no es casual 
que el Estado tenga que invertir 
S/.2.328 millones en la reforma). 
Por su parte, los 85.796 trabajado-

res que se encuentran en el régimen del Decreto 
Legislativo 728 pueden elegir mantenerse en su 
situación actual sin afectar sus derechos adqui-
ridos, si consideran que no les conviene el nuevo 
sistema. Eso sí, claro, no podrán ascender por-
que no podrán demostrar que lo merecen.

El único aspecto de la ley que resulta discuti-
ble es que no se puedan pedir aumentos salaria-
les en las negociaciones colectivas, pues esto po-
dría colisionar contra convenios de la OIT. Pero, 

en el supuesto de que eso se cuestionase ante el 
Tribunal Constitucional y que este determinase 
que eso es así, solo se invalidaría ese extremo de 
la norma, mas no toda la reforma.

No nos confundamos. En esta discusión no 
se encuentran los trabajadores de un lado y el 
gobierno del otro. Realmente, en una esquina 
están los ciudadanos que desean un Estado más 
eficiente y responsable y, en la otra, un grupo de 
burócratas que cree que tiene derecho a que los 
peruanos les sigamos pagando independiente-
mente de la calidad del servicio que brinda. De lo 
que trata la reforma es de cambiar una situación 
que nos ha llevado a que, para muchos ciudada-
nos, lidiar con el Estado equivalga a enfrentar a 
un enemigo. La misma situación que hace que, 
según el Reporte Global de Competitividad, el 
primer obstáculo para hacer negocios en el país 
sea la ineficiencia de la burocracia estatal (inclu-
so sobre el crimen o la inestabilidad política) . Y 
es una frescura que se ataque un buen intento de 
transformar en un verdadero servicio civil lo que 
hoy es en muchos casos solo una beneficencia 
para los malos trabajadores.

G ran preocupación ha generado en el 
gremio empresarial la posibilidad de 
que el principal partido político antisis-
tema del país pueda llegar al gobierno 
en el 2016. Las últimas encuestas lo 

colocan en el primer lugar, lo que podría afectar la 
inversión privada en el país.

“El modelo y el futuro económico están en 
riesgo. Es fundamental que reaccionemos para 
evitar que llegue al poder –declaró en conferen-
cia de prensa el presidente de la Confiep–. Ya está 
haciendo mucho daño desde el Congreso, imagí-
nense si llega al Ejecutivo”.

El presidente del gremio empresarial recordó 
las recientes iniciativas legislativas apoyadas por 
dicho grupo, las cuales preocupan a los empre-
sarios por considerar de que se trata de “inter-
vencionismo estatal trasnochado” que podría 
terminar llevando al país a un régimen de corte 

L a Constitución, en su artícu-
lo 70, señala que “el derecho 
de propiedad es inviolable. El 
Estado lo garantiza”. Sin em-
bargo, a renglón seguido aña-

de: “a nadie puede privarse de su pro-
piedad sino, exclusivamente por causa 
de seguridad nacional o necesidad pública”. Es 
decir, inviolable no es. “Seguridad nacional o 
necesidad pública” pueden ser cualquier cosa, 
desde servir a la patria y disponer de nuestros 
cuerpos (como se quiso hacer con el servicio 
militar), hasta construir aeropuertos y dispo-
ner de nuestras casas.

No obstante, si alguien fuera expropiado 
por alguna de estas razones, le queda un pre-
mio consuelo: el “derecho de compensación”. 
En efecto, el mismo artículo 70 señala que la 
expropiación procede “previo pago en efectivo 
de una indemnización justipreciada que inclu-
ya compensación por el eventual perjuicio”. En 
resumen, el Estado puede quedarse con cual-
quier propiedad que le plazca previo pago de 
un “justiprecio” que compense al propietario.

Sin embargo, existe un caso donde el “afec-
tado” no recibe absolutamente nada, pues la 
Constitución, en su artículo 21, señala que “los 
restos arqueológicos, construcciones, monu-
mentos, lugares, documentos bibliográficos y 
de archivo, objetos artísticos y testimonios de 
valor histórico, expresamente declarados co-
mo bienes culturales y provisionalmente los 
que se presume como tales, son patrimonio de 
la nación independientemente de su condición 
de propiedad privada o pública”.

Es decir, si en algún terreno privado se halla-
sen restos arqueológicos, dicho terreno pasaría 
a manos del Estado sin que este tenga que pagar 
justiprecio alguno. Y esto es así porque ningún 

resto o construcción por más antigua 
que esta sea se sostiene en el aire. Nece-
sita de un espacio físico determinado. 
Y así, legalmente el terreno sigue sien-
do privado, pero también la propiedad 
queda inutilizada, pues el propietario 
no puede disponer de la misma.

Entonces, si propiedad privada significa dis-
poner de los servicios que un bien puede brin-
dar a su propietario, queda claro que en este 
caso estamos ante una expropiación de facto 
que la ley debe reconocer como tal para que los 
propietarios queden comprendidos en un or-
den jurídico que les reconozca, por lo menos, el 
pago de un justiprecio.

Es necesario destacar que la importancia de 
la propiedad jurídica radica sobre todo en la 
protección que esta brinda a la conservación de 
la propiedad natural, institución por excelen-
cia. Pero aquí hay todo menos protección. Por el 
contrario, no son pocos los propietarios afecta-
dos quienes lejos de ser compensados han sido 
sujetos de denuncia por el Ministerio de Cultu-
ra, aduciendo que las actividades económicas 
que los propietarios acostumbraban realizar 
afectan la conservación del patrimonio.

Las demandas de expropiación (requisito 
para el pago de un justiprecio) realizadas por 
los propietarios han sido rechazadas por el Mi-
nisterio de Cultura. ¿Qué voy a expropiar si la 
ley dice que esto es mío?, responden en buen 
cristiano las resoluciones ministeriales. Así 
pues, el descubrimiento de ruinas arqueoló-
gicas en propiedades privadas, lejos de ser un 
evento que despierte el jolgorio y algarabía de 
la gente, se levanta como una maldición que 
amenaza con quebrarlos económicamente y 
hasta encarcelarlos como a cualquier delin-
cuente.

L a ola de protestas masivas que 
se viene registrando en Brasil 
en las últimas semanas revela 
el fracaso de un modelo econó-
mico y político del que convie-

ne tomar nota.
Estas protestas están dirigidas, por 

un lado, contra un Estado de bienestar que no 
ha cumplido lo que prometía; sin embargo, por 
otro, están dirigidas también contra un sistema 
político extremadamente desatento a los reque-
rimientos ciudadanos. La combinación de estos 
factores ha generado esta indignación colectiva, 
que podría desembocar en una crisis de gober-
nabilidad.

A pesar de tener un inmenso territorio y de 
contar con una población de casi 200 millones de 
habitantes, el nivel de desarrollo de Brasil no es 
significativamente superior al del Perú. El últi-
mo registro –en dólares constantes y ajustados a 
paridad del poder de compra– del producto bru-
to interno per cápita brasileño es solo 20% supe-
rior al peruano. 

Sin embargo, su fracaso más clamoroso radi-
ca en la persistente y desigual distribución de la 
riqueza: los últimos registros de su índice Gini 
son similares a los que presentaba hace treinta 
años; Brasil sigue siendo, prácticamente, el país 
más desigual del mundo.

Los programas sociales emprendidos en los 
últimos diez años por los gobiernos de Luiz Iná-
cio Lula da Silva y Dilma Rousseff no han logrado 
revertir esta situación a pesar de la agresiva re-
tórica en la que han estado envueltos. Evidente-
mente, ella explica, en buena medida, la frustra-
ción que originan las actuales protestas sociales; 
no obstante, a ella debe añadírsele el hecho de 
que Brasil cuenta con un sistema político poco 
responsable, como consecuencia del sistema de 

representación proporcional casi puro 
con el que se eligen a sus congresistas.

El investigador italiano Giovanni Sar-
tori decía que, cuando los congresistas 
no se eligen individualmente, sino en lis-
tas, resulta más probable que el caballo 
de Calígula ingrese al Senado. 

De hecho, así como en el Perú este sistema 
electoral hizo posible la llegada de Susy Díaz al 
Congreso en 1995, en Brasil hizo posible tam-
bién la elección del payaso Tiririca en su última 
renovación del Congreso. El que este haya sido 
designado el mejor congresista del año 2012 por 
las encuestas de opinión pública de ese país solo 
revela el nivel de descrédito al que ha llegado su 
sistema político.

Las protestas masivas brasileñas deben aler-
tar al Perú y a los demás países latinoamericanos 
respecto a qué modelo seguir. El modelo brasile-
ño es preferible al venezolano, argentino, ecua-
toriano y boliviano, pero dista mucho de poder 
exhibir los logros del chileno. Chile tiene un índi-
ce Gini superior al Perú, pero inferior al de Brasil. 
En todo caso, gracias a un menor énfasis en la re-
distribución de la riqueza, Chile ha logrado ge-
nerar un mejor ambiente para la inversión priva-
da, que no ha tardado en reflejarse en un mayor 
nivel de desarrollo y reducción de la pobreza.

Los gobiernos latinoamericanos deben ade-
lantarse a los hechos, poniendo atención a cómo 
mejorar los niveles de rendición de cuentas de 
sus sistemas políticos. Más que enfatizar la redis-
tribución de la riqueza, la prioridad de sus agen-
das debe ser emprender las reformas políticas 
pendientes. Para acercar a los políticos a la ciu-
dadanía, la clave es aumentar la frecuencia de las 
elecciones y sustituir el sistema de elección por 
lista por uno de elección individual de los con-
gresistas. Más vale prevenir que lamentar.

GANADORES Y PERDEDORES
Con la reforma del 

servicio civil ganan los 
ciudadanos y pierden los 

funcionarios públicos que 
realizan un mal trabajo.

- MARIO MOLINA - - EL TUNCHE -

chavista. Entre las medidas propuestas, se recor-
dó el proyecto de ley que interviene en la edu-
cación privada evitando la creación de nuevas 
universidades, el proyecto que vuelve más res-
trictivo el régimen laboral para las exportacio-
nes o la iniciativa legislativa que busca controlar 
los precios del transporte interprovincial.

Luego del recuento, el representante de la 
Confiep exhortó a la lideresa de dicho grupo, 
Keiko Fujimori, para que su bancada en el Con-
greso abandone estas propuestas estatistas. “El 
fujimorismo debe entender que el modelo velas-
quista ya fracasó”, concluyó.

Ruinas que arruinan El fracaso brasileño


